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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 20 de septiembre de 2018.  

 La parte peticionaria, el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, comparece ante nos y solicita nuestra intervención 

para que dejemos sin efecto la determinación emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Ponce, el 19 de junio de 2018, 

notificada a las partes al día siguiente.  Mediante la misma, el foro 

de origen declaró no ha lugar la solicitud de desestimación incoada 

por la parte peticionaria.  

Pasemos a examinar los hechos y trámites procesales que 

originaron la controversia ante este Tribunal. 

I 

El presente caso da comienzo cuando el recurrido, Sr. Luis 

Tirado Maldonado, incoó una demanda sobre daños y perjuicios en 

contra de la parte peticionaria el 8 de diciembre de 2017. En la 

misma alegó que se había envenenado con un alimento que contenía 
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carne de cerdo o sus derivados. Aseguró que la parte peticionaria 

conocía que es alérgico a los referidos alimentos, puesto a que, por 

orden médica, solicitó no se le diera de comer los mismos. Sin 

embargo, adujo que la parte peticionaria ha hecho caso omiso a su 

solicitud, lo cual ha ocasionado que haya rebajado 40 libras. Por los 

alegados daños ocasionados solicitó una compensación de 

$3000,000.00.  

 La Secretaria del Tribunal de Primera Instancia expidió el 

emplazamiento correspondiente para su diligenciamiento el 5 de 

abril de 2018.  El 20 de abril se diligenció el emplazamiento por el 

Alguacil del Tribunal de Primera Instancia.   

 Así las cosas, el 12 de junio de 2018 la parte peticionaria 

presentó una Comparecencia Especial Solicitando Desestimación por 

Emplazamiento Tardío en la cual, se le informó al Tribunal que el 

diligenciamiento del emplazamiento se había efectuado en exceso de 

120 días. La parte argumentó que, de conformidad con la Regla 

4.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, procedía dictar 

sentencia decretando la desestimación y archivo sin perjuicio. 

 Luego de evaluado el escrito, el 20 de junio de 2018 el Tribunal 

de Primera Instancia notificó una Resolución en la cual declaró no 

ha lugar la solicitud de desestimación. Inconforme, el Departamento 

incoó una reconsideración del dictamen, sin embargo, la misma fue 

denegada el 3 de julio de 2018. 

Por estar en desacuerdo con lo resuelto, la parte peticionaria 

compareció ante nos mediante el presente recurso de certiorari y 

señaló como único error el siguiente: 

Erró y abusó de su discreción el Tribunal de Primera 

Instancia, al no desestimar la demanda de epígrafe, 
habida cuenta que el diligenciamiento del 
emplazamiento fue realizado fuera del término 

establecido por la Regla 4.3 de las Reglas de 
Procedimiento Civil, no teniendo discreción el foro 

adjudicador de prorrogar este término. 
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II 

A 

Como principio rector, el debido proceso de ley exige que toda 

persona, natural o jurídica, sobre quien pesa un proceso judicial, 

conozca de la existencia del mismo para que comparezca al tribunal 

y presente adecuadamente su defensa.  De conformidad con este 

deber, el emplazamiento debe constituir una notificación razonable 

y adecuada sobre la pendencia de determinada reclamación, de 

manera que le brinde al individuo la oportunidad de ser oído antes 

de que sus derechos queden adjudicados. Bernier González v. 

Rodríguez Becerra, Res. 22 de junio 2018, 2018 TSPR 114; León v. 

Rest. El Tropical, 154 DPR 249 (2001); Industrial Siderúrgica v. 

Thyssen, 114 DPR 584 (1983).  El emplazamiento es el mecanismo 

procesal mediante el cual los tribunales de justicia adquieren 

jurisdicción sobre la persona del demandado para que éste quede 

sujeto a su eventual pronunciamiento.  Sánchez Rodríguez v. Adm. 

De Corrección, 177 DPR 714 (2009); Rivera v. Jaume, 157 DPR 562 

(2002).  Siendo esto así y por estar revestido de una de las mayores 

garantías constitucionales, nuestro sistema de derecho exige que, 

tanto su forma, como su diligenciamiento, cumplan estrictamente 

con los requisitos legales provistos.  De este modo, si se prescinde 

de los mismos, la sentencia que en su día recaiga carecerá de 

validez.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855 (2005). 

 La Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil preceptúa varios 

aspectos del emplazamiento, a saber; el término que tiene el 

demandante para emplazar, desde cuándo comienza a transcurrir 

dicho término, en qué momento la Secretaria del tribunal de primera 

instancia debe expedir los emplazamientos, qué sucede si la 

Secretaria no expide los emplazamientos en el momento preciso y el 

efecto dispositivo que tendrá la causa de acción si el demandante no 



 
 

 
KLCE201801078 

 

4 

logra diligenciar los emplazamiento conforme a la mencionada 

Regla. 

En específico la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil dispone lo 

siguiente: 

(c)  El emplazamiento será diligenciado en el término de ciento 
veinte (120) días a partir de la presentación de la demanda o 

de la fecha de expedición del emplazamiento por edicto.  El 
Secretario o Secretaria deberá expedir los emplazamientos el 

mismo día en que se presenta la demanda.  Si el Secretario o 
Secretaria no los expide el mismo día, el tiempo que demore 
será el mismo tiempo adicional que los tribunales otorgarán 

para diligenciar los emplazamientos una vez la parte 
demandante haya presentado de forma oportuna una 

solicitud de prórroga.  Transcurrido dicho término sin que 
se haya diligenciado el emplazamiento, el Tribunal deberá 
dictar sentencia decretando la desestimación y archivo sin 

perjuicio.  Una subsiguiente desestimación y archivo por 
incumplimiento con el término aquí dispuesto tendrá el efecto 
de una adjudicación en los méritos.  (Énfasis suplido) 

 

Vemos que la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra, 

provee un término de 120 días para diligenciar un emplazamiento, 

desde presentada la demanda, o desde la fecha de expedición del 

emplazamiento por edicto, si tal fuere el caso.  De acuerdo al estado 

de derecho vigente, incumplir con tal exigencia tiene como 

consecuencia inmediata el que se decrete la desestimación y archivo 

de la acción de que trate, sin perjuicio de volverla a incoar. Este 

esquema procesal pretende validar el principio de celeridad propio 

de nuestro ordenamiento, ello al imprimir cierta agilidad a los 

trámites judiciales, a la vez que descarta todo tipo de práctica 

dilatoria que pueda incidir en los derechos de las partes.  Ahora 

bien, si la Secretaria no expide los emplazamientos el mismo día en 

que se presenta la demanda, el tiempo que demore será el mismo 

término adicional que los tribunales otorgarán para diligenciar los 

emplazamientos, una vez la parte demandante oportunamente haya 

presentado una solicitud de prórroga. Tal constituye la única 

ocasión de excepción en la cual el tribunal competente proveerá para 

una extensión del plazo legal establecido. 
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Precisa destacar que, aunque existe el deber de la Secretaria 

de expedir los emplazamientos el mismo día que se presenta la 

demanda, el demandante tiene, la obligación de gestionar que la 

Secretaria expida el emplazamiento. Al respecto, el tratadista Rafael 

Hernández Colón enfatiza que “la parte no puede cruzarse de brazos 

so pretexto de que el tiempo que demore Secretaría será el mismo 

tiempo que se le concederá de prórroga para diligenciar el 

emplazamiento, ya que esta no se concede automáticamente. El 

promovente de la prórroga viene obligado a justificar con referencia 

a hechos y circunstancias meritorias, la razón o motivo para 

extender el término antes de vencer”. R. Hernández Colón, Práctica 

Jurídica de Puerto Rico; Derecho Procesal Civil, 6ta. ed. San Juan, 

Lexisnexis de Puerto Rico, Inc., 2017, pág. 267. 

De transcurrir los 120 días y, o, la prórroga concedida, el 

tribunal deberá dictar sentencia decretando la desestimación y 

archivo sin perjuicio.  

B 

Mediante la presentación de un recurso de certiorari se 

pretende la revisión de asuntos interlocutorios, que han sido 

dispuestos por el foro de instancia en el transcurso y manejo del 

caso.  Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto 

planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). 

No obstante, esta discreción no se ejerce en el vacío.  La Regla 

40 del Reglamento de este Tribunal establece los criterios que 

debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional.  Estos son: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho.  
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B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

4 LPRA Ap. XXII-B R. 40. 

 

Los tribunales apelativos no “[…] deben intervenir con 

determinaciones emitidas por el foro primario y sustituir el criterio 

utilizado por dicho foro en el ejercicio de su discreción, salvo que se 

pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o parcialidad, incurrió en 

craso abuso de discreción, o que incurrió en error manifiesto”.  

Citibank et al v. ACBI et al., Res. 29 de junio de 2018, 2018 TSPR 

119, pág. 14.  Un tribunal incurre “[…] en abuso de discreción 

cuando el juez ignora sin fundamento algún hecho material; cuando 

el juez le concede demasiado peso a un hecho inmaterial y funda su 

decisión principalmente en ese hecho irrelevante, o cuando este, a 

pesar de examinar todos los hechos del caso, hace un análisis 

liviano y la determinación resulta irrazonable”. Íd, pág. 14-15.   

III 

En esencia, la parte peticionaria plantea que erró el Tribunal 

de Primera Instancia al no desestimar la Demanda en su contra, 

toda vez que se emplazó en exceso del término de los 120 días que 

provee la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil.  

Del expediente de autos se desprende que, el recurrido 

presentó la Demanda el 8 de diciembre de 2017. La Secretaria del 
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tribunal no expidió el emplazamiento hasta el 5 de abril de 2018, el 

cual fue diligenciado el 20 de abril de 2018 en el Departamento de 

Justicia.  Un simple cálculo nos conduce a concluir que el término 

para diligenciar el emplazamiento caducaba el 7 de abril de 2017, el 

cual por caer sábado se extendía hasta el 9 del mismo mes y año.  

Es importante destacar que la parte recurrida no solicitó 

prórroga fundamentada en que la expedición del emplazamiento no 

se había efectuado el día de la presentación de la demanda.  Tal cual 

esbozado, la parte no puede cruzarse de brazos so pretexto de que 

el tiempo que demore Secretaría será el mismo tiempo que se le 

concederá de prórroga para diligenciar el emplazamiento, ya que 

esta no se concede automáticamente.  

Así pues, por la parte recurrida incumplir con el término 

improrrogable de 120 días para diligenciar el emplazamiento 

procede revocar la determinación del Tribunal de Primera Instancia 

y ordenar la desestimación sin perjuicio del caso de autos tal y como 

lo solicita la parte peticionaria.  

IV 

Por los fundamentos que anteceden, se revoca la Resolución 

recurrida y se desestima sin perjuicio la Demanda presentada por 

el recurrido en contra de la parte peticionaria.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

 

                                                     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


